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El presente proyecto de ley tiene por objeto la creación del Consejo Consultivo 
Provincial de Salud Mental Infanto-Juvenil en el ámbito del Poder Ejecutivo de 
la Provincia de Catamarca. La propuesta busca fortalecer las políticas 
públicas provinciales destinadas a la promoción, prevención, protección 
y cuidado de la salud mental de niñas, niños, adolescentes y jóvenes, 
mediante la creación de un ámbito permanente de articulación institucional, 
participación juvenil, diagnóstico, concertación, monitoreo y evaluación. El 
Consejo se concibe como un cuerpo deliberativo, intersectorial y de carácter 
consultivo, destinado a favorecer la construcción de políticas públicas desde 
una perspectiva de derechos humanos, integralidad, participación, 
territorialidad, accesibilidad e inclusión. 

La iniciativa parte de una premisa fundamental: la salud mental constituye un 
derecho humano y social y, como tal, requiere políticas públicas 
integrales, preventivas, comunitarias, interdisciplinarias e 
intersectoriales, que no se limiten a la atención de las situaciones de crisis 
una vez producidas. En este sentido, la propuesta no pretende sustituir las 
competencias de los organismos existentes ni crear una estructura 
paralela de atención asistencial. Su finalidad es generar una instancia 
estable de articulación y participación especializada que permita reunir 
saberes institucionales, profesionales, comunitarios y juveniles para contribuir 
al diseño y evaluación de una política provincial de salud mental más integrada 
y cercana a las realidades territoriales. 

1. LA SALUD MENTAL COMO DERECHO HUMANO: De conformidad 
con lo establecido por la Ley Nacional de Salud Mental N.° 26.657, a 
la cual la Provincia de Catamarca adhirió mediante la Ley 
Provincial N.° 5.383, la salud mental se concibe como un proceso 
determinado por componentes históricos, socioeconómicos, culturales, 
biológicos y psicológicos, cuya preservación y mejoramiento se vincula 
con la concreción de los derechos humanos y sociales de toda persona. 
Este paradigma implica superar una concepción exclusivamente 
médico-asistencial de la salud mental y reconocer que las condiciones 
de vida, los vínculos familiares y comunitarios, las trayectorias 
educativas, el acceso al trabajo, las situaciones de violencia, la 
discriminación, los consumos problemáticos, los entornos digitales, las 
condiciones económicas y las posibilidades de participación social 
inciden en el bienestar psicosocial. Por ello, las políticas públicas 
destinadas a niñas, niños, adolescentes y jóvenes requieren 
respuestas que integren las dimensiones sanitarias, educativas, 
sociales, culturales, laborales, deportivas y comunitarias. La 
presente iniciativa se inscribe en ese enfoque y procura fortalecer una 
política de salud mental basada en la promoción de derechos, la 
prevención, la atención comunitaria, la participación y la articulación 
intersectorial. 



2. NIÑAS, NIÑOS, ADOLESCENTES Y JÓVENES COMO SUJETOS 
DE DERECHOS: La Convención sobre los Derechos del Niño, 
incorporada a la Constitución Nacional mediante el artículo 75 
inciso 22, reconoce a niñas, niños y adolescentes como sujetos de 
derechos y establece principios fundamentales para toda política 
pública que los involucre. Entre ellos se encuentran el interés superior, 
la autonomía progresiva, el derecho a ser oído y a que su opinión sea 
debidamente considerada y el derecho al disfrute del más alto nivel 
posible de salud. La Observación General N.° 20 del Comité de los 
Derechos del Niño, referida específicamente a la implementación de 
los derechos durante la adolescencia, destaca la necesidad de que los 
Estados adopten políticas que reconozcan las particularidades de esta 
etapa del desarrollo y garanticen la participación efectiva de 
adolescentes en las decisiones que los afectan. Asimismo, la Ley 
Nacional N.° 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las 
Niñas, Niños y Adolescentes establece el principio del interés superior 
y reconoce el derecho de niñas, niños y adolescentes a ser oídos y a 
que sus opiniones sean tenidas en cuenta. El Código Civil y Comercial 
de la Nación reconoce, a su vez, el principio de autonomía progresiva 
y establece que las personas menores de edad tienen derecho a ser 
oídas y a participar en las decisiones relativas a su persona, conforme 
a su edad y grado de madurez. En consecuencia, la participación 
prevista en este proyecto no constituye una mera herramienta de 
consulta política, sino el desarrollo institucional de derechos 
reconocidos por el bloque constitucional y legal vigente. 

3.DISTINCIÓN ENTRE ADOLESCENCIA Y JUVENTUD: La iniciativa 
reconoce la necesidad de diferenciar conceptualmente las categorías 
de adolescencia y juventud. Las personas adolescentes menores de 
dieciocho años se encuentran alcanzadas por el régimen específico de 
protección integral y por las reglas de autonomía progresiva previstas 
en la Convención sobre los Derechos del Niño, la Ley N.° 26.061 y el 
Código Civil y Comercial. Las personas jóvenes mayores de edad, por 
su parte, ejercen plenamente sus derechos ciudadanos y requieren 
políticas públicas que contemplen sus propias trayectorias educativas, 
laborales, familiares, comunitarias y sociales. Esta diferenciación 
permite evitar la confusión entre los sistemas jurídicos aplicables 
y, al mismo tiempo, construir políticas articuladas que contemplen 
las distintas etapas del desarrollo. El proyecto establece, por ello, un 
ámbito específico para niñas, niños, adolescentes y jóvenes, 
procurando evitar tanto la invisibilización de los adolescentes dentro de 
una categoría genérica de juventud como la extensión indebida del 
sistema de protección integral de niñas, niños y adolescentes a 
personas mayores de edad. 

4.SITUACIÓN Y DESAFÍOS CONTEMPORÁNEOS: La necesidad de 
fortalecer las políticas públicas en materia de salud mental se vincula 
con la creciente complejidad de las problemáticas que atraviesan 
a niñas, niños, adolescentes y jóvenes. El informe de UNICEF 
denominado “En mi mente: Estado Mundial de la Infancia” ha advertido 
sobre la magnitud de las problemáticas relacionadas con el bienestar 
emocional y la salud mental de niñas, niños, adolescentes y jóvenes. 
Asimismo, los relevamientos nacionales desarrollados por UNICEF 
Argentina han permitido identificar la preocupación de niñas, niños, 
adolescentes y jóvenes respecto de problemáticas vinculadas con 



salud mental, violencia, consumos y acoso escolar. Estos 
fenómenos no deben ser considerados de manera aislada. Se 
encuentran relacionados con las condiciones sociales y económicas, 
las trayectorias educativas, los vínculos familiares y comunitarios, la 
violencia, la discriminación, los consumos problemáticos y las 
transformaciones de los entornos digitales. Sin perjuicio de la 
información disponible a nivel nacional e internacional, resulta 
necesario fortalecer la producción y sistematización de 
información específica sobre la realidad provincial. Por ello, el 
proyecto incorpora entre las funciones del Consejo la construcción de 
diagnósticos situacionales, indicadores y estadísticas mediante la 
articulación interinstitucional, respetando en todos los casos la 
confidencialidad y la protección de los datos personales. 

5.DEL MODELO ASISTENCIAL A LA PREVENCIÓN Y EL 
ABORDAJE COMUNITARIO: La Ley Nacional de Salud Mental N.° 
26.657 significó un cambio de paradigma al establecer un modelo 
basado en derechos humanos, interdisciplinariedad, inclusión social y 
atención comunitaria. En este marco, resulta necesario fortalecer las 
políticas de promoción y prevención, los dispositivos territoriales, la 
capacitación de actores comunitarios y la articulación entre las distintas 
áreas del Estado. El Consejo propuesto constituye una herramienta 
institucional para contribuir a este cambio de enfoque. Su función 
no será brindar atención clínica ni sustituir a los servicios de salud, sino 
favorecer la elaboración de propuestas y políticas que contemplen los 
determinantes sociales y comunitarios de la salud mental.La iniciativa 
procura, de esta manera, fortalecer una política capaz de intervenir 
antes de que las situaciones de sufrimiento se transformen en crisis y 
de generar factores protectores en los distintos ámbitos donde se 
desarrolla la vida de niñas, niños, adolescentes y jóvenes. 

6.PARTICIPACIÓN JUVENIL: Uno de los ejes centrales del proyecto es 
la participación efectiva de niñas, niños, adolescentes y jóvenes. El 
artículo 12 de la Convención sobre los Derechos del Niño reconoce 
el derecho de niñas, niños y adolescentes a expresar su opinión 
en todos los asuntos que los afectan y a que ésta sea debidamente 
considerada. La participación debe superar las instancias 
meramente simbólicas y generar procedimientos que permitan que 
las opiniones y propuestas sean efectivamente incorporadas al 
proceso de elaboración de políticas públicas. En este sentido, el 
Consejo incorpora representantes juveniles en su integración y crea los 
Encuentros Territoriales de Consulta Juvenil como mecanismo 
permanente de escucha y diagnóstico participativo. Las conclusiones 
de estos encuentros deberán ser sistematizadas e incorporadas 
formalmente al tratamiento del Consejo. De esta manera, la propuesta 
procura que las políticas públicas no sean diseñadas exclusivamente 
desde la perspectiva de los adultos y de las estructuras 
administrativas, sino también desde las experiencias y 
necesidades de sus destinatarios. 

7. ANTECEDENTES PROVINCIALES EN MATERIA DE 
PARTICIPACIÓN JUVENIL: La Provincia de Catamarca cuenta con 
la Ley Provincial N.° 5.456, que establece un marco para la 
participación política juvenil. Dicha norma constituye un antecedente 
relevante en cuanto reconoce el protagonismo de las juventudes y su 



participación en la construcción de consensos y en la vida democrática. 
El presente proyecto no pretende sustituir ni modificar ese 
régimen. Por el contrario, procura profundizar el principio de 
participación juvenil trasladándolo hacia un ámbito específico de 
políticas públicas: la salud mental. La participación juvenil no debe 
limitarse al ámbito político-electoral, sino que debe alcanzar aquellos 
espacios en los que se diseñan políticas que inciden directamente 
sobre la vida cotidiana y el desarrollo de niñas, niños, 
adolescentes y jóvenes. 

8. MARCO PROVINCIAL DE SALUD MENTAL: La Provincia de 
Catamarca cuenta con un conjunto de normas y dispositivos 
institucionales vinculados con la protección de la salud mental. La Ley 
Provincial N.° 5.383 establece la adhesión a la Ley Nacional de Salud 
Mental N.° 26.657. Asimismo, la Ley Provincial N.° 5.644 establece el 
marco del Órgano de Revisión de Salud Mental y Adicciones, destinado 
a la protección y garantía de derechos de las personas usuarias de los 
servicios de salud mental. El Consejo que se propone tendrá una 
naturaleza diferente. No ejercerá funciones de revisión de 
internaciones ni sustituirá las competencias de los organismos de 
control y garantía de derechos existentes. Su función estará 
orientada a la participación, la promoción, la prevención, la 
articulación institucional, el diagnóstico, el monitoreo y la 
formulación de propuestas de políticas públicas destinadas 
específicamente a niñas, niños, adolescentes y jóvenes. Esta 
delimitación resulta necesaria para evitar superposiciones y fortalecer 
la complementariedad institucional. 

9.PREVENCIÓN DEL SUICIDIO Y ARTICULACIÓN CON LA MESA 
INTERSECTORIAL: La prevención del suicidio constituye una 
dimensión especialmente relevante dentro de las políticas de salud 
mental. La Ley Nacional N.° 27.130 establece un marco específico para 
la prevención del suicidio y promueve un abordaje interdisciplinario e 
intersectorial. En el ámbito provincial, la Ley N.° 5.894 creó la Mesa 
Intersectorial de Prevención del Suicidio, como espacio de 
articulación para el abordaje específico de esta problemática. La 
creación del Consejo Consultivo Provincial de Salud Mental Infanto-
Juvenil no pretende reemplazar ni duplicar las funciones de dicha Mesa. 
Por el contrario, el proyecto establece expresamente la articulación 
institucional entre ambos espacios. La diferencia radica en que la 
Mesa posee un objeto específico vinculado con la prevención del 
suicidio, mientras que el Consejo tendrá un campo de actuación 
más amplio, comprendiendo la promoción de la salud mental, la 
prevención, la participación juvenil, el acceso a servicios, los 
entornos digitales, la educación, el trabajo, el deporte, la cultura, 
la territorialidad y la evaluación de políticas públicas. Cuando el 
Consejo aborde específicamente la prevención del suicidio, deberá 
coordinar sus acciones con la Mesa existente, evitando duplicaciones y 
favoreciendo el uso eficiente de los recursos públicos.  

10. SITUACIONES DE ESPECIAL VULNERABILIDAD: Las políticas 
de salud mental requieren una especial consideración de las 
trayectorias de niñas, niños, adolescentes y jóvenes que atraviesan 
situaciones de vulnerabilidad social, institucional o familiar. En 
particular, la Ley Nacional N.° 27.364 creó el Programa de 



Acompañamiento para el Egreso de Adolescentes y Jóvenes sin 
Cuidados Parentales, orientado a favorecer su autonomía, inclusión 
social y desarrollo integral. El presente proyecto no pretende sustituir ni 
modificar ese régimen. La incorporación de esta perspectiva busca 
garantizar que las políticas provinciales de salud mental 
contemplen las necesidades específicas de quienes atraviesan 
procesos de egreso de dispositivos de cuidado y otras situaciones 
de especial vulnerabilidad. 

11. DISCAPACIDAD, ACCESIBILIDAD E INCLUSIÓN: El diseño de 
políticas públicas de salud mental debe garantizar la participación plena 
de niñas, niños, adolescentes y jóvenes con discapacidad. La 
Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, 
aprobada en nuestro país mediante la Ley N.° 26.378, establece los 
principios de igualdad, no discriminación, accesibilidad, participación e 
inclusión. Por ello, los mecanismos de participación previstos en el 
proyecto deberán contemplar las condiciones necesarias para 
garantizar la participación efectiva de las personas con discapacidad. 
La accesibilidad deberá comprender no solamente la eliminación de 
barreras físicas, sino también las barreras comunicacionales, 
cognitivas, tecnológicas y metodológicas. Esta perspectiva se 
encuentra incorporada expresamente en el diseño de los 
Encuentros Territoriales de Consulta Juvenil.  

12. PERSPECTIVA TERRITORIAL Y DIVERSIDAD CULTURAL: 
Catamarca presenta una realidad territorial diversa, con diferencias 
sociales, económicas, culturales y geográficas entre sus distintas 
regiones. Una política pública diseñada exclusivamente desde la 
Capital puede resultar insuficiente para identificar las particularidades y 
necesidades de las comunidades del interior provincial. Por ello, el 
proyecto incorpora una perspectiva territorial mediante la realización de 
Encuentros Territoriales de Consulta Juvenil en las regiones Capital, 
Este, Oeste y Puna. Asimismo, cuando las políticas involucren a 
comunidades originarias, deberán respetarse los principios de 
participación y pertinencia cultural reconocidos por el ordenamiento 
jurídico vigente y por el Convenio N.° 169 de la Organización 
Internacional del Trabajo. La finalidad es garantizar que las políticas 
públicas puedan adecuarse a las realidades culturales, sociales y 
territoriales de las distintas comunidades. 

13.ENTORNOS DIGITALES Y NUEVAS FORMAS DE VIOLENCIA: 
Los entornos digitales constituyen actualmente espacios centrales de 
socialización, comunicación, aprendizaje y participación de niñas, 
niños, adolescentes y jóvenes. Al mismo tiempo, pueden convertirse 
en escenarios de violencia, acoso, discriminación, grooming, 
exposición y otras formas de vulneración de derechos. Por ello, el 
proyecto contempla una comisión específica de trabajo sobre 
entornos digitales, convivencia y prevención de violencias. El 
objetivo no es criminalizar los espacios digitales ni convertir toda 
problemática juvenil en una cuestión sanitaria, sino promover 
estrategias preventivas, educativas y comunitarias destinadas a 
fortalecer capacidades de cuidado y reducir situaciones de riesgo. 

14. INTERSECTORIALIDAD: Las problemáticas de salud mental 
atraviesan diferentes dimensiones de la vida de niñas, niños, 
adolescentes y jóvenes. Las dificultades educativas, laborales, 



familiares, económicas, habitacionales, comunitarias y sociales pueden 
incidir sobre el bienestar psicosocial. Por ello, ninguna política pública 
aislada puede ofrecer por sí sola una respuesta suficiente. La 
intersectorialidad constituye, en consecuencia, uno de los principios 
centrales del proyecto. La integración de las áreas de Salud, Educación, 
Desarrollo Social, Gobierno, Seguridad y Trabajo, junto con 
representantes del ámbito legislativo, judicial, académico, profesional, 
comunitario y juvenil, permitirá construir diagnósticos y propuestas 
desde una perspectiva amplia. La finalidad es evitar respuestas 
fragmentadas y favorecer políticas públicas coordinadas. 

15.COMISIONES DE TRABAJO: Las comisiones previstas en el 
proyecto se estructuran a partir de problemáticas y objetivos de política 
pública y no mediante la reproducción de la estructura administrativa de 
los ministerios. La Comisión de Promoción, Bienestar Integral y Salud 
Mental; la Comisión de Participación, Ciudadanía y Promoción de 
Derechos Juveniles; la Comisión de Proyectos Territoriales y Gestión 
Comunitaria; la Comisión de Entornos Digitales, Convivencia y 
Prevención de Violencias; y la Comisión de Inclusión Educativa, 
Cultural, Deportiva y Laboral permitirán abordar de manera transversal 
las diferentes dimensiones vinculadas con la salud mental. Este diseño 
procura evitar el trabajo fragmentado y favorecer respuestas 
interdisciplinarias. 

16. ENCUENTROS TERRITORIALES DE CONSULTA JUVENIL: La 
creación de los Encuentros Territoriales de Consulta Juvenil constituye 
uno de los principales instrumentos de participación previstos por 
la iniciativa. Estos encuentros permitirán conocer directamente las 
problemáticas, necesidades y perspectivas de niñas, niños, 
adolescentes y jóvenes de las diferentes regiones de la Provincia. La 
participación territorial permitirá construir diagnósticos desde las 
propias comunidades y no exclusivamente a partir de registros 
administrativos. La periodicidad bimestral y la rotación regional 
buscan garantizar continuidad y representación territorial. 
Asimismo, la obligación de sistematizar las conclusiones y someterlas 
formalmente al tratamiento del Consejo evita que estos espacios se 
conviertan en actividades aisladas o meramente simbólicas. De esta 
manera, se busca construir una política pública que no solamente hable 
sobre niñas, niños, adolescentes y jóvenes, sino que también sea capaz 
de construirse con ellos. 

17. INFORMACIÓN, INDICADORES Y EVALUACIÓN: Una política 
pública eficaz requiere información suficiente y confiable. Por ello, el 
proyecto incorpora entre las atribuciones del Consejo la construcción de 
indicadores y estadísticas provinciales mediante la articulación 
interinstitucional. La finalidad no es crear innecesariamente una nueva 
estructura burocrática de información, sino favorecer la utilización 
coordinada de los datos producidos por los organismos públicos y 
promover la generación de información cuando existan vacíos. La 
producción de información deberá respetar la confidencialidad, la 
protección de datos personales y los derechos de las personas usuarias 
de los servicios de salud. El monitoreo permitirá, asimismo, evaluar la 
efectividad de las políticas implementadas y detectar barreras de 
acceso. 



18. CARÁCTER CONSULTIVO Y RESPONSABILIDAD 
INSTITUCIONAL: El Consejo tendrá carácter consultivo. Esta definición 
resulta necesaria para respetar las competencias constitucionales y 
legales de los distintos poderes y organismos del Estado. El Consejo no 
sustituirá a los ministerios ni ejercerá funciones ejecutivas que 
correspondan al Poder Ejecutivo. Sin embargo, el carácter consultivo 
no debe significar que sus informes, recomendaciones y diagnósticos 
carezcan de consecuencias institucionales. Por ello, el proyecto 
establece la obligación de que las autoridades competentes 
respondan formalmente los informes producidos en el marco de 
determinadas atribuciones del Consejo, indicando su factibilidad 
y, en caso de no ser implementados, fundamentando las razones 
correspondientes. De este modo, se busca garantizar un equilibrio 
entre la competencia propia del Poder Ejecutivo y la necesidad de 
otorgar una respuesta institucional a los mecanismos de participación y 
asesoramiento. 

19.PARTICIPACIÓN EFECTIVA Y EQUIDAD TERRITORIAL: La 
participación ciudadana efectiva requiere condiciones materiales que 
permitan ejercerla. La gratuidad absoluta de las funciones no puede 
convertirse en una barrera para la participación de estudiantes, 
organizaciones de la sociedad civil o representantes provenientes del 
interior provincial. Por ello, el proyecto establece que los integrantes 
ejercerán sus funciones con carácter ad honorem, pero dispone que el 
Poder Ejecutivo garantice los gastos necesarios para la 
participación efectiva de representantes de la sociedad civil, 
estudiantes y zonas del interior. Esta previsión procura garantizar una 
representación territorial real y evitar que las condiciones económicas 
determinen quiénes pueden participar en las políticas públicas. 

20.RECURSOS Y SOSTENIBILIDAD: La creación de un organismo de 
estas características requiere condiciones mínimas de funcionamiento. 
Por ello, el proyecto establece la asignación presupuestaria 
correspondiente para garantizar su sostenimiento operativo, 
logístico y territorial. Asimismo, contempla la posibilidad de 
gestionar recursos complementarios provenientes de programas 
nacionales e internacionales, donaciones o legados, siempre de 
acuerdo con las normas de administración financiera y 
contabilidad pública de la Provincia. La sostenibilidad presupuestaria 
constituye una condición necesaria para que la participación territorial 
no quede limitada a una declaración de principios. 

21.ARTICULACIÓN CON LOS ORGANISMOS EXISTENTES: Uno de 
los principios centrales de la iniciativa consiste en evitar la creación de 
estructuras estatales superpuestas. El Consejo deberá articular con los 
organismos existentes en materia de salud mental, niñez y 
adolescencia, prevención del suicidio, juventudes, adicciones, 
educación, desarrollo humano y derechos. En particular, deberá 
coordinar con la Mesa Intersectorial de Prevención del Suicidio, el 
Consejo Provincial de Niñez y Adolescencia, los organismos 
competentes en adicciones y los demás espacios institucionales que 
resulten pertinentes. La propuesta no pretende crear un “consejo 
sobre consejo”, sino generar una instancia específica de 
participación y articulación que permita conectar políticas y 
organismos que actualmente poseen competencias diferentes. 



22. NECESIDAD DE LA INICIATIVA: La Provincia de Catamarca 
cuenta con un conjunto de normas e instituciones vinculadas con la 
salud mental, la protección integral, la prevención del suicidio y la 
participación juvenil. Sin embargo, la existencia de instrumentos 
sectoriales no elimina la necesidad de fortalecer la articulación entre 
ellos. 

La Ley Nacional N.° 26.061 establece un sistema de protección 
integral basado en la articulación de políticas y organismos. 

La Ley Nacional N.° 26.657 establece un paradigma comunitario 
e interdisciplinario de salud mental. 

La Ley Nacional N.° 27.130 establece un marco específico para 
la prevención del suicidio. 

La Ley Provincial N.° 5.383 incorpora el paradigma nacional de 
salud mental en el ámbito provincial. 

La Ley Provincial N.° 5.644 establece mecanismos de revisión 
y garantía de derechos en materia de salud mental. 

La Ley Provincial N.° 5.894 crea la Mesa Intersectorial de 
Prevención del Suicidio. 

La Ley Provincial N.° 5.456 reconoce institucionalmente la 
participación juvenil. 

El presente proyecto se construye sobre ese entramado normativo y no 
pretende sustituirlo. Su finalidad es generar una instancia específica 
que permita incorporar de manera sistemática la perspectiva de 
niñas, niños, adolescentes y jóvenes en la formulación, 
seguimiento y evaluación de las políticas públicas de salud mental. 

23. UNA POLÍTICA PÚBLICA QUE LLEGUE ANTES: El principal 
desafío que pretende abordar esta iniciativa consiste en fortalecer una 
política capaz de anticipar problemas, detectar barreras, promover 
factores protectores y fortalecer redes comunitarias. Escuchar a niñas, 
niños, adolescentes y jóvenes permite conocer situaciones que 
muchas veces no aparecen en los registros administrativos. 
Observar las diferencias territoriales permite identificar 
desigualdades que los promedios provinciales pueden ocultar. 
Articular Salud, Educación, Desarrollo Social, Cultura, Deporte y 
Trabajo permite comprender que el bienestar psicosocial no 
depende exclusivamente de una prestación sanitaria. Y evaluar las 
políticas permite conocer si las medidas implementadas producen 
efectivamente los resultados esperados. Por ello, el Consejo Consultivo 
Provincial de Salud Mental Infanto-Juvenil debe ser entendido como un 
instrumento de gobernanza participativa de las políticas públicas de 
salud mental de niñas, niños, adolescentes y jóvenes. 

 

 

La salud mental de niñas, niños, adolescentes y jóvenes constituye una 
dimensión esencial del desarrollo humano y social de Catamarca. Garantizarla 
exige fortalecer las políticas de promoción y prevención, mejorar el acceso a 
los servicios, reducir las desigualdades territoriales, combatir el estigma, 



prevenir las violencias, incorporar la perspectiva comunitaria y asegurar que 
quienes son destinatarios de las políticas públicas puedan participar en su 
construcción. La presente iniciativa propone una herramienta institucional para 
alcanzar esos objetivos. El Consejo Consultivo Provincial de Salud Mental 
Infanto-Juvenil permitirá reunir a representantes del Estado, instituciones 
académicas, organizaciones de la sociedad civil y, especialmente, 
adolescentes y jóvenes, para contribuir a una política pública más participativa, 
interdisciplinaria, territorial y basada en derechos. Su creación no pretende 
duplicar organismos existentes, sino articularlos, complementar sus funciones 
y generar un espacio específico de participación y asesoramiento en una 
materia que requiere respuestas integrales.  

Por todo lo expuesto, y con la convicción de que garantizar la salud mental de 
niñas, niños, adolescentes y jóvenes constituye una responsabilidad 
indelegable del Estado y una condición necesaria para el desarrollo humano, 
social y comunitario de nuestra Provincia, solicitamos a nuestros pares el 
acompañamiento del presente proyecto de ley. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



EL SENADO Y LA CAMARA DE DIPUTADOS 

DE LA PROVINCIA DE CATAMARCA 

SANCIONAN CON FUERZA DE 

LEY 

 

ARTÍCULO 1°.- Creación. Créase, en el ámbito del Poder Ejecutivo Provincial, 
el Consejo Consultivo Provincial de Salud Mental Infanto-Juvenil, como órgano 
colegiado, intersectorial y consultivo, destinado al diseño, articulación, 
monitoreo y evaluación de políticas públicas de promoción, prevención y 
protección integral de la salud mental de niñas, niños, adolescentes y jóvenes 
de la Provincia, garantizando su participación conforme a su edad y grado de 
madurez y al principio de autonomía progresiva. A los efectos de la presente 
Ley, quedan comprendidas todas las niñas, niños, adolescentes y jóvenes de 
la Provincia hasta los veinticinco (25) años de edad inclusive. 

ARTÍCULO 2°.- Atribuciones. El Consejo Consultivo Provincial de Salud 
Mental Infanto-Juvenil tendrá las siguientes atribuciones: 

a) consensuar propuestas de políticas públicas de protección de la 
salud mental garantizando el principio de autonomía progresiva para 
niñas, niños, adolescentes y juventudes conforme el marco normativo; 

b) colaborar con las autoridades competentes en el diseño de planes, 
programas y proyectos de acción política que contemplen la prevención 
del suicidio, la atención del sufrimiento psíquico y el bienestar integral; 

c) constituir espacios permanentes de participación destinados a 
organizaciones juveniles, centros de estudiantes, entidades 
comunitarias y colectivos territoriales; 

d) proyectar propuestas de reformas legislativas para adecuar la 
normativa provincial a los estándares internacionales de derechos 
humanos en salud mental y juventudes; 

e) requerir información e informes técnicos a organismos públicos y 
entidades privadas de asistencia para la elaboración de diagnósticos 
situacionales; 

f) coordinar acciones con autoridades nacionales, provinciales y 
municipales para la gestión y captación de recursos destinados a 
programas de salud mental juvenil; 

g) promover la creación y fortalecimiento de Consejos Locales de 
Salud Mental Infanto-Juvenil en los municipios de la Provincia; 

h) monitorear la efectividad en el acceso a los servicios de salud 
mental y el cumplimiento de las normativas de protección de derechos; 

i) promover capacitaciones, jornadas y seminarios de asistencia 
técnica dirigidos a agentes comunitarios, docentes y equipos 
territoriales; 

j) asesorar en el diseño de campañas públicas de comunicación 
estratégica para la erradicación del estigma en salud mental; 

k) construir un sistema de indicadores y estadísticas provinciales 
sobre salud mental juvenil mediante la articulación interinstitucional; 



 l) recibir, canalizar y sistematizar proyectos, inquietudes y demandas 
surgidas de las niñeces, adolescencias y juventudes de la Provincia; y 

m) dictar su propio reglamento interno de funcionamiento. 

Los informes, diagnósticos situacionales y recomendaciones producidos por el 
Consejo en el marco de los incisos b), e) y h) deberán ser respondidos por las 
autoridades competentes mediante informe de factibilidad y, en caso de no ser 
implementados, fundamentar las razones de la negativa en un plazo no mayor 
a treinta (30) días hábiles. 

ARTÍCULO 3°.- Integración. El Consejo Consultivo Provincial de Salud 
Mental Infanto-Juvenil estará presidido en forma conjunta por la máxima 
autoridad del área de Salud Mental y la máxima autoridad del área de 
Juventudes de la Provincia, y se integrará por: 

a) un (1) representante por cada uno de los Ministerios con competencia 
en Educación, Desarrollo Social, Gobierno y Seguridad, y Trabajo, 
quienes participarán con voz pero sin voto en las deliberaciones del 
Plenario; 

b) tres (3) legisladores provinciales, correspondiendo dos (2) a la 
mayoría y uno (1) a la primera minoría; 

c) un (1) representante del Poder Judicial vinculado al fuero de Familia, 
Niñez y Adolescencia; 

d) un (1) representante de la Universidad Nacional de Catamarca y un 
(1) representante por las universidades privadas con sede en la 
Provincia; 

e) un (1) representante por cada Colegio Profesional de Psicólogos, 
Médicos, Trabajadores Sociales, Abogados y Educadores; 

f) tres (3) representantes de Centros de Estudiantes de nivel secundario 
y universitario de la Provincia, mayores de dieciséis (16) años de edad, 
elegidos por sus pares; 

g) tres (3) representantes de organizaciones de la sociedad civil, 
agrupamientos juveniles territoriales, rurales, culturales y de la 
diversidad debidamente registrados, mayores de dieciséis (16) años de 
edad; y 

h) un (1) representante de la Defensoría de los Derechos de Niñas, 
Niños y Adolescentes o de la Defensoría del Pueblo. 

ARTÍCULO 4°.- Designación y Duración del Mandato. Los integrantes del 
Consejo desempeñarán sus funciones por un período de dos (2) años. Los 
representantes de la sociedad civil, centros de estudiantes y colectivos 
juveniles serán electos conforme al mecanismo democrático y participativo que 
determine la reglamentación, debiendo acreditar los dieciséis (16) años de 
edad cumplidos exigidos por el artículo 3° para los representantes 
adolescentes y jóvenes. Quienes ejerzan cargos electivos o de función pública 
integrarán el Consejo mientras dure su mandato formal. 

ARTÍCULO 5°.- Carácter del Cargo y Gastos Operativos. Los integrantes 
del Consejo desempeñarán sus funciones con carácter ad honorem, no 
percibiendo remuneración ni honorarios por su labor. El Poder Ejecutivo 
Provincial garantizará los viáticos, traslados, alojamiento y apoyos logísticos 



necesarios para asegurar la participación efectiva de los consejeros 
representantes de la sociedad civil, estudiantes y zonas del interior provincial. 

 

ARTÍCULO 6°.- Convocatoria y Funcionamiento. La Presidencia Conjunta 
efectuará las convocatorias a sesiones ordinarias, las cuales se realizarán con 
una frecuencia mínima de una (1) vez al mes.El reglamento interno fijará el 
régimen de quórum, las convocatorias extraordinarias y las mayorías 
requeridas para dictaminar. 

ARTÍCULO 7°.- Atribuciones de la Presidencia. Son atribuciones de la 
Presidencia del Consejo: 

a) ejercer la representación institucional del órgano; 

b) convocar y presidir las sesiones del Plenario del Consejo; 

c) elevar a los poderes del Estado las recomendaciones, dictámenes y 
proyectos aprobados por el Plenario; 

d) coordinar la ejecución del plan de trabajo anual y supervisar la labor 
de las comisiones internas; y 

e) proponer la creación de comisiones especiales o ad hoc ante 
temáticas emergentes. 

ARTÍCULO 8°.- Comisiones Internas. En el seno del Consejo se constituirán, 
como mínimo, las siguientes comisiones de trabajo permanentes con enfoque 
transversal y multidisciplinario: 

a) comisión de Promoción, Bienestar Integral y Salud Mental; 

b) comisión de Participación, Ciudadanía y Promoción de Derechos 
Juveniles; 

c) comisión de Proyectos Territoriales y Gestión Comunitaria; 

d) comisión de Entornos Digitales, Convivencia y Prevención de 
Violencias, con especial atención a la prevención del grooming y los 
desafíos virales autolesivos; y 

e) comisión de Inclusión Educativa, Cultural, Deportiva y Laboral. 

Podrán crearse nuevas comisiones o modificarse las existentes por decisión 
de las dos terceras partes del Plenario.Cada consejero deberá integrar al 
menos una (1) comisión. 

ARTÍCULO 9°.- Encuentros Territoriales de Consulta Infanto-Juvenil. 
Créanse los Encuentros Territoriales de Consulta Infanto-Juvenil como 
dispositivo vinculado de diagnóstico participativo y consulta directa del 
Consejo Provincial.La Presidencia del Consejo convocará a dichos encuentros 
con una frecuencia mínima bimestral, asegurando un esquema itinerante que 
garantice la realización de al menos un encuentro anual en las regiones 
Capital, Este, Oeste y Puna de la Provincia. Se convocará a niñas, niños, 
adolescentes y jóvenes en general de la región sede, así como a estudiantes 
de nivel secundario, superior e integrantes de organizaciones sociales y 
agrupamientos comunitarios. La metodología de los Encuentros deberá 
adecuarse a criterios de accesibilidad, lenguaje claro y formatos amigables, 
garantizando la participación de niñas, niños y adolescentes con discapacidad 
y de comunidades originarias, respetando sus pautas culturales e idiomáticas. 



De cada Encuentro se labrará un Acta de Conclusiones y Propuestas que será 
remitida formalmente al Consejo dentro de los diez (10) días hábiles 
posteriores para su tratamiento e incorporación al orden del día de la sesión 
inmediata siguiente. 

ARTÍCULO 10°.- Recursos y Financiamiento. El Poder Ejecutivo Provincial 
asignará la partida presupuestaria anual correspondiente para el 
sostenimiento operativo, logístico y territorial del Consejo. Dicha partida 
deberá incluir una asignación específica e intransferible destinada a cubrir los 
gastos operativos de participación ciudadana estipulados en el artículo 5° de 
la presente Ley.El Consejo podrá gestionar recursos complementarios 
provenientes de programas nacionales e internacionales, donaciones o 
legados, los cuales serán auditados y rendidos conforme a las normas de 
contabilidad pública de la Provincia. 

ARTÍCULO 11.- Autoridad de Aplicación. La Autoridad de Aplicación de la 
presente Ley será ejercida de manera conjunta por el Ministerio de Salud a 
través del área competente en Salud Mental y el Ministerio de Gobierno o 
Desarrollo Social a través del área competente en Juventudes, quedando 
facultados para dictar las resoluciones conjuntas de implementación, 
reglamentación orgánica y funcionamiento operativo. En caso de desacuerdos 
persistentes en la implementación que obstaculicen el normal funcionamiento 
del Consejo, las diferencias serán dirimidas por la Jefatura de Gabinete de 
Ministros, garantizando en todo momento el interés superior de las personas 
destinatarias de la presente Ley. 

ARTÍCULO 12.- Articulación Institucional. El Consejo Consultivo Provincial 
de Salud Mental Infanto-Juvenil coordinará de manera obligatoria sus planes, 
diagnósticos y programas con la Mesa Intersectorial de Prevención del 
Suicidio, el Consejo Provincial de Niñez y Adolescencia y los organismos 
competentes, a fin de optimizar recursos e impedir la superposición de 
funciones estatales. 

ARTÍCULO 13.- Reglamentación. El Poder Ejecutivo Provincial reglamentará 
la presente Ley en un plazo no mayor a noventa (90) días a partir de su 
promulgación. 

ARTÍCULO 14.- De Forma.  

FIRMA: DIPUTADAS NOELIA PAOLA FEDELI; JOSEFINA DEL VALLE 
HERR.  

Digitally signed by GDE Diputados Catamarca 
DN: cn=GDE Diputados Catamarca, c=AR, o=Poder Legislativo Camara 
de Diputados, ou=Secretaria Administrativa, serialNumber=CUIT 
30668077710 
Date: 2024.08.20 11:05:25 -03'00' 

NOELIA PAOLA FEDELI 
Diputada 
DIPUTADA PROVINCIAL PAOLA FEDELI 
Presidencia de la Cámara de Diputados de Catamarca 

 
Digitally signed by GDE Diputados Catamarca 
DN: cn=GDE Diputados Catamarca, c=AR, o=Poder Legislativo 
 Camara de Diputados, ou=Secretaria Administrativa, serialNumber=CUIT 30668077710 
Date: 2024.09.17 15:29:10 -03'00' 

Josefina del Valle Herr Diputada 
DIPUTADA PROVINCIAL HERR JOSEFINA DEL VALLE 
Presidencia de la Cámara de Diputados de Catamarca 
 
 
 

 


